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DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / NO SE AGOTARON LOS RECURSOS / IMPROCEDENCIA. “[S]i su inconformidad radica en que el traslado para alegar de conclusión era aún improcedente, porque falta recibir una prueba, tenía a su alcance el medio de impugnación que la ley le brindaba, pero pretirió hacerlo y acudir directamente a la acción de tutela. De esa pasiva conducta emerge la improcedibilidad de este amparo, porque, de acuerdo con lo que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamente la acción de tutela, esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.” No puede olvidarse que esta acción es, por su naturaleza, residual, y solo cabe cuando se ha hecho uso de todas las herramientas con que las partes cuentan en el proceso y ellas han sido infructuosas; mas lo que ocurre en esta ocasión es que el interesado dejó pasar la oportunidad procesal con la que contaba para la defensa de sus intereses, si bien era viable, como mínimo, interponer el aludido recurso de reposición.”.
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Acta No. 188 de abril 17 de 2017
Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el Ministerio Público y la Oficina de Control Físico de la Alcaldía Municipal de Pereira, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda y la Empresa de Energía de Pereira SA ESP. 
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, impetra esta acción de tutela contra el despacho judicial en cita y el Ministerio Público, por la presunta violación de sus “garantías procesales”  y del derecho al debido proceso. 
Como consecuencia de ello, pidió que se le ordene al Juzgado sancionar a quien se niegue a responder sus requerimientos, disponer la práctica de pruebas, abstenerse de correr traslado para alegar de conclusión hasta tanto se practiquen las pruebas, decretar la nulidad de lo actuado con apoyo en el artículo 12 del CGP. Y al Ministerio Público, si le “ha garantizado y brindado… garantías procesales”. 
Narra en su escrito que presentó la acción popular radicada al número 2015-195, en la que el Juzgado pretende fallar sin pruebas; además, no ha sancionado al encargado de la Oficina de Control Físico que se niega a cumplir la orden del despacho; tampoco ha aplicado el artículo 12 del CGP. En su relato fáctico, nada dice frente al Ministerio Público. 
Se dispuso el trámite de rigor con la vinculación de la Defensoría del Pueblo y la Empresa de Energía de Pereira SA ESP. 
La Procuradora Regional, señaló que su intervención se limita a la protección de los derechos colectivos. La Empresa de Energía de Pereira, pidió su desvinculación, porque no ha trasgredido derechos del demandante y la declaración de improcedencia frente al Juzgado; el despacho judicial remitió en medio magnético el expediente. Y el Municipio aludió a su falta de legitimación en la causa. 
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de lo que el accionante denomina “garantías procesales” y el derecho al debido proceso, bajo la premisa de que el Juzgado Tercero Civil del Circuito va a resolver de fondo la acción popular 2015-00195, sin pruebas suficientes; además, sin sancionar al Director de Control Físico del Municipio por omitir la respuesta a la prueba ordenada; así mismo, porque no le ha dado cumplimiento al artículo 121 del CGP. 

 



Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegado en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. 
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
Adicionalmente, la misma Corporación se ha encargado de precisar y reiterar, que la subsidiariedad puede darse en dos casos: cuando el proceso ya ha terminado, evento en el cual se debe analizar si se hizo uso de todos los mecanismos de defensa con que se contaba, para no revivir términos precluidos o convertir la acción de tutela en una instancia adicional; y cuando el proceso aún se encuentra en trámite, pues, por regla general, en este evento es improcedente la acción en vista de que no puede el juez constitucional suplir al ordinario, siempre que se inadvierta la incursión en un perjuicio irremediable
.
  



Descendiendo al caso que nos ocupa, se tiene que el Juzgado accionado, con auto del 2 de mayo de 2016 (f. 83, CD), ordenó como prueba de oficio, que Control Físico realizara una visita al lugar donde se dice que ocurre la vulneración, para verificar si hay allí un poste de ferro concreto que impida el paso de una silla de ruedas o un coche para bebé, por el andén.  Luego, el 27 de julio, el 23 de agosto, el 14 de septiembre, y el 11 de noviembre de 2016 (f. 94, 102, 106, 109, 114 CD), requirió a ese ente para que diera respuesta; como no la obtuvo, el 24 de marzo del presente año (f. 117) ordenó que se informara a la Procuraduría y a la Fiscalía, para que se iniciaran las averiguaciones pertinentes y, a la vez, corrió traslado para alegar de conclusión. 
   



Ese proveído, fue notificado el 27 de marzo; por tanto, su ejecutoria corrió durante los días 28, 29 y 30 de marzo, sin que las partes replicaran su contenido. Por el contrario, el señor Arias Idárraga, en lugar de interponer el recurso de reposición que era viable, decidió, incluso antes de que quedara en firme el auto, acudir el 29 de marzo a la presente acción, como si el juez constitucional pudiera suplir de entrada al ordinario.   

  



Dicho de otro modo, si su inconformidad radica en que el traslado para alegar de conclusión era aún improcedente, porque falta recibir una prueba, tenía a su alcance el medio de impugnación que la ley le brindaba, pero pretirió hacerlo y acudir directamente a la acción de tutela. De esa pasiva conducta emerge la improcedibilidad de este amparo, porque, de acuerdo con lo que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamente la acción de tutela, esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”


 

No puede olvidarse que esta acción es, por su naturaleza, residual, y solo cabe cuando se ha hecho uso de todas las herramientas con que las partes cuentan en el proceso y ellas han sido infructuosas; mas lo que ocurre en esta ocasión es que el interesado dejó pasar la oportunidad procesal con la que contaba para la defensa de sus intereses, si bien era viable, como mínimo, interponer el aludido recurso de reposición. 
  



Más aún. La acción viene montada sobre una conjetura del accionante, acerca de que la funcionaria va a dictar sentencia sin tener pruebas. Esa manifestación hace más ostensible la causal del improcedencia, porque es claro que el asunto está en trámite, y cualquier decisión que se adopte, incluyendo el fallo, es pasible de recursos, incluso el de apelación en este último caso, si es que acaso le fuera desfavorable, lo que en el estado actual de cosas es imposible saber. 
   



Sobra decir que ningún perjuicio irremediable se ha invocado, y menos se ha probado, que permita la intrusión de la Sala en aquella actuación, también constitucional. 

                               

Se declarará, en consecuencia, la improcedencia señalada, la que también se advierte respecto de las demás pretensiones. En efecto, sobre  la imposición de sanciones a quien ha incumplido la orden del juez, la nulidad por no dar aplicación al artículo 121 del CGP, y la información que le reclama al agente del Ministerio Público, no se arrimó prueba alguna que demuestre que al Juzgado, o a ese órgano de control, se les haya elevado petición alguna en esos sentidos que hubiera sido negada. Es decir, que ha omitido ventilar la situación dentro del proceso mismo, o frente al Ministerio Público, antes de acudir a esta especial vía.  




Se absolverá a las demás entidades involucradas, por no hallarse de su parte vulneración alguna frente a los derechos invocados.
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el Ministerio Público y la Oficina de Control Físico de la Alcaldía Municipal de Pereira, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda y la Empresa de Energía de Pereira SA ESP. 
Se absuelve a las demás entidades involucradas. 
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA  
� Sentencia C-543-92


� Corte Constitucional, sentencia T-103 de 2014 
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